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1.1 La comunicación ha sido presentada por S.T., ciudadana turca, nacida en 1990. 

La autora afirma ser víctima de una vulneración por Türkiye de los derechos que la 

asisten en virtud del artículo 2 c), d) y e), leído conjuntamente con los artículos 1 y 3 

de la Convención1. El Protocolo Facultativo entró en vigor para Türkiye el 29 de enero 

de 2003. La autora cuenta con representación letrada. 

1.2 El 27 de julio de 2020, el Comité, actuando en virtud del artículo 5, párrafo 1, 

del Protocolo Facultativo, por conducto de su Grupo de Trabajo sobre las 

Comunicaciones presentadas en virtud del Protocolo Facultativo, pidió al Estado 

Parte que pusiera en libertad a la autora debido a las repercusiones de la enfermedad 

por coronavirus (COVID-19) en su estado de salud. 

 

  Hechos expuestos por la autora 
 

2.1 En 2013, la autora fue nombrada jueza del Tribunal de Distrito de Kocaali, en 

la provincia de Sakarya (Türkiye). En 2016, miembros de las Fuerzas Armadas turcas 

organizaron un golpe de Estado que provocó la destitución de 2.745 jueces y fiscales 

por su presunta pertenencia a una organización terrorista. La Fiscalía General de 

Ankara ordenó a las fiscalías que investigaran a los jueces y fiscales que habían sido 

destituidos de sus cargos. La autora fue detenida el 16 de julio de 2016 por 

acusaciones de terrorismo y suspendida de sus funciones oficiales por la Sala Segunda 

del Consejo de Jueces y Fiscales. Fue puesta en libertad el 20 de julio de 2016.  

2.2 La autora fue detenida de nuevo el 17 de enero de 2017 por la Unidad de Lucha 

Antiterrorista del Departamento de Policía de Estambul y trasladada a la Fiscalía 

General de Tokat, en la provincia de Tokat, que había ordenado su detención. Estuvo 

detenida 11 días. Durante su detención, no recibió la cantidad adecuada de alimentos 

y estuvo recluida en una celda fría sin calefacción. No se le permitió ponerse en 

contacto con un abogado y la policía la amenazó y coaccionó para que confesara los 

cargos que se le imputaban. También fue coaccionada para que facilitara información 

sobre otros jueces y fiscales. 

2.3 El 27 de enero de 2017, el juez de primera instancia decidió que la autora debía 

permanecer en prisión preventiva. El 4 de mayo de 2017, la autora interpuso una 

denuncia ante el Tribunal Constitucional de Türkiye en relación con su detención 

arbitraria. El 5 de octubre de 2017, la autora fue puesta bajo arresto domiciliario. 

Alega que quedó traumatizada tras estar nueve meses separada de su hija. La autora 

fue diagnosticada con depresión y empezó a tomar alprazolam (un fármaco para tratar 

la ansiedad y los trastornos de pánico) para controlar su estado 2. 

2.4 El 6 de junio de 2018, la autora fue condenada por el Tribunal Penal Superior 

de Estambul a ocho años y nueve meses de prisión. El 11 de diciembre de 2018, se 

rechazó el recurso de la autora ante el Tribunal Regional de Apelación de Estambul 3. 

El 4 de enero de 2019, presentó un recurso ante el Tribunal de Casación, que estaba 

pendiente de resolución en el momento de la comunicación inicial.  

2.5 El Tribunal Constitucional decidió el 22 de febrero de 2019 que la denuncia de 

la autora, presentada el 4 de mayo de 2017, en relación con la arbitrariedad de su 

prisión preventiva, era inadmisible por estar manifiestamente infundada.  

2.6 La autora afirma que, como consecuencia de su encarcelamiento, su hija sufrió 

trauma psicológico y fue tratada en la clínica infantil de salud mental de Erzurum. Un 

__________________ 

 1 En su comunicación inicial, la autora se refiere únicamente a violaciones del artículo 2, leído 

conjuntamente con el artículo 1, y del artículo 3. 

 2 En la denuncia no se facilitan fechas concretas y los anexos correspondientes no se han 

traducido del turco. 

 3 Los motivos por los que la autora recurrió su condena penal no se exponen en la denuncia.  



 
CEDAW/C/91/D/159/2020 

 

25-11667 3/16 

 

psiquiatra le diagnosticó terrores nocturnos y le recetó hidroxicina. Como 

consecuencia, se ralentizó su desarrollo físico y psicológico.  

2.7 En una fecha no especificada, la autora interpuso una nueva denuncia y una 

solicitud de medidas cautelares ante el Tribunal Constitucional en relación con las 

dilaciones indebidas en el juicio. El 17 de julio de 2019, el Tribunal Constitucional 

consideró que no se habían vulnerado los derechos de la autora. El 8 de agosto 

de 2019, el Tribunal Constitucional notificó a la autora que su solicitud de medidas 

cautelares había sido denegada. 

2.8 El 17 de marzo de 2020, la autora presentó ante el Tribunal de Casación una 

solicitud para su puesta en libertad basada en la amenaza causada por la COVID -19 

teniendo en cuenta su frágil estado de salud. La medicación que toma afecta 

negativamente a su sistema inmunitario. El 10 de abril de 2020, la autora interpuso 

una nueva denuncia ante el Tribunal Constitucional y solicitó medidas cautelares por 

considerar que se habían violado sus derechos en virtud de la Convención. El 17 de 

abril de 2020, el Tribunal desestimó su denuncia. 

2.9 La Ley núm. 7242 fue promulgada por la Gran Asamblea Nacional de Türkiye 

y entró en vigor el 15 de abril de 20204. En virtud de la Ley, se autorizó la liberación 

de miles de presos ante la propagación de la COVID-19 dentro de las instituciones 

penitenciarias. Sin embargo, la Ley excluía a las personas con cargos relacionados 

con el terrorismo, por lo que la autora no pudo ser puesta en libertad. 

 

  Denuncia 
 

3.1 La autora afirma que el Estado Parte violó sus derechos en virtud del 

artículo 2 c), d) y e), leído conjuntamente con el artículo 1, y en virtud del artículo 3 

de la Convención al utilizar su género, estado civil, situación familiar y estado de 

salud en su contra para encarcelarla durante 33 meses sobre la base de falsas 

acusaciones de terrorismo. Según la autora, su detención formaba parte de una 

práctica sistemática de amañar pruebas contra más de 100 juezas 5 . Además, esas 

juezas estaban embarazadas o tenían hijos pequeños6. 

3.2 La autora también afirma que el Estado Parte ha violado sus derechos en virtud 

de la Convención, ya que fue víctima de investigaciones y procesos penales por 

motivos políticos. Sostiene además que las fiscalías violaron el procedimiento penal 

turco al volver a detenerla sin nuevas pruebas y al ponerla bajo la jurisdicción de la 

Fiscalía General de Tokat. La autora nunca había vivido ni trabajado en la provincia 

de Tokat, ni había pruebas de que sus presuntos delitos se hubieran cometido allí. 

Sostiene que debería haber sido procesada en la provincia de Sakarya.  

3.3 La autora afirma que fue perseguida por ser mujer y madre 7. Las autoridades 

utilizaron en su contra su maternidad para obligarla a declararse culpable. Sostiene 

que también se le privó de su derecho a asistencia letrada durante ese período.  

3.4 La autora afirma que las condiciones de su detención violan el artículo 3 de la 

Convención al no tener en cuenta las necesidades específicas de las mujeres 8 . El 

Comité ha subrayado que las mujeres sufren discriminación en asuntos penales debido 

__________________ 

 4 En virtud de la Ley, se redujo la duración de determinadas penas de prisión y libertad 

condicional. 

 5 No se facilita más información al respecto. 

 6 La autora declaró en una audiencia celebrada el 5 de octubre de 2017 que 29 juezas con hijos 

pequeños habían sido detenidas el 29 de octubre de 2016. Al igual que la autora, habían sido 

presionadas para que facilitaran los nombres de otras personas y aceptaran los cargos que se les 

imputaban. 

 7 No se facilita más información al respecto. 

 8 La autora cita el dictamen del Comité en Abramova c. Belarús (CEDAW/C/49/D/23/2009). 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/49/D/23/2009


CEDAW/C/91/D/159/2020 
 

 

4/16 25-11667 

 

a la falta de alternativas a la detención que tengan en cuenta las cuestiones de género 

y que no impliquen la privación de libertad. El Estado Parte debería haber 

proporcionado una justificación sólida para separar a la autora de su hija, que 

entonces tenía 3 años. 

3.5 La autora afirma que el Estado Parte violó sus derechos al exponerla a trato 

inhumano y tortura. Se violaron sus derechos a la libertad y la seguridad al 

imponérsele una pena desproporcionada de ocho años y nueves meses de prisión.  

3.6 La autora sostiene que la aplicación de la Ley núm. 7242 viola el artículo 2 de 

la Convención, ya que la deja fuera del ámbito de aplicación de la Ley debido a su 

presunta pertenencia a una organización terrorista.  

3.7 La autora pide al Comité que investigue sus condiciones carcelarias y sanitarias 

de conformidad con el artículo 5, párrafo 1, del Protocolo Facultativo; tome 

precauciones para impedir que sea maltratada habida cuenta de la denuncia individual 

que presentó ante el Comité; inicie una investigación general sobre las violaciones 

sistemáticas de la Convención cometidas por la Fiscalía General de Tokat contra las 

juezas; envíe observadores para que sean testigos de la discriminación sufrida por las 

juezas destituidas, detenidas y encarceladas arbitrariamente; vigile la discriminación 

contra las mujeres basada en acusaciones de pertenecer a la organización terrorista 

Fethullah Gülen; establezca que miles de mujeres, incluida la autora, han sido objeto 

de discriminación basada en acusaciones de pertenecer a esa organización; solicite al 

Estado Parte que repare el daño que se le ha causado; solicite al Estado Parte el 

cumplimiento de sus obligaciones en el marco de la Convención; y solicite al Estado 

Parte que derogue las leyes que tienen un impacto discriminatorio sobre las mujeres 

en relación con las acusaciones de pertenecer a la organización terrorista Fethullah 

Gülen. 

 

  Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad  
 

4.1 El 11 de noviembre de 2020, el Estado Parte afirmó que la comunicación de la 

autora debía declararse inadmisible en virtud del artículo 4, párrafos 1 y 2 b), c) y d), 

del Protocolo Facultativo, porque la autora no había agotado los recursos internos, 

sus alegaciones eran manifiestamente infundadas y la comunicación constituía un 

abuso del derecho a presentar comunicaciones.  

4.2 El Estado Parte proporcionó explicaciones fácticas según las cuales la autora 

fue detenida el 16 de julio de 2016 y posteriormente fue despedida de su trabajo el 

24 de agosto de 2016 por su presunta afiliación a la organización terrorista Fethullah 

Gülen. Se le dio la oportunidad de solicitar un nuevo examen de la decisión de despido 

y posteriormente interpuso un recurso de anulación ante el Consejo de Estado, que 

seguía pendiente en el momento de la presentación de las observaciones del Estado 

Parte el 11 de noviembre de 2020. Paralelamente, se incoaron actuaciones penales 

contra la autora, que culminaron con su condena el 6 de junio de 2018 por pertenencia 

a una organización terrorista y una pena de ocho años y nueve meses de prisión. El 

Estado Parte señala que la autora presentó un recurso contra su condena y que, hasta 

la fecha, su causa seguía examinándose en el Tribunal de Casación.  

4.3 Además, el Estado Parte afirma que la autora interpuso cuatro demandas 

individuales ante el Tribunal Constitucional, el 26 de diciembre de 2016, el 2 de mayo 

de 2017, el 19 de julio de 2018 y el 10 de abril de 2020. Al 11 de noviembre de 2020, 

la cuarta demanda seguía pendiente. El Estado Parte sostiene que la comunicación 

debería declararse inadmisible por no haberse agotado todos los recursos internos. 

Con respecto a la eficacia de las demandas ante el Tribunal Constitucional, el Estado 

Parte afirma que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha reconocido esas 

demandas como recursos efectivos que deben agotarse. Sostiene que las meras dudas 
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en cuanto a la probabilidad de éxito de un determinado recurso no eximen a un 

particular de la obligación de interponerlo.  

4.4 Asimismo, el Estado Parte señala que la autora tenía una demanda pendiente 

ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la que alegaba que, como resultado 

de los procedimientos de investigación y enjuiciamiento penal contra ella, se habían 

violado la prohibición de la tortura y los malos tratos, su derecho a la libertad personal 

y a la seguridad de la persona y su derecho a un juicio imparcial.  

4.5 El Estado Parte sostiene que la comunicación constituye un abuso del derecho 

a presentar una comunicación, ya que contiene información engañosa. Sostiene que 

la autora omitió partes relevantes de una conversación con el magistrado presidente 

en las actas de la vista que presentó al Comité.  

4.6 En lo que respecta a sus alegaciones de discriminación por razón de género, el 

Estado Parte señala que, aunque la autora se refirió a los artículos 2 y 15 de la 

Convención en su cuarta demanda ante el Tribunal Constitucional y en una petición 

al Tribunal de Casación, no afirmó que hubiera sido objeto de discriminación por 

razón de género, sino que se limitó a pedir que se tuvieran en cuenta esas 

disposiciones al decidir sobre las medidas cautelares.  

4.7 En cuanto a la reclamación relativa a la hija de la autora, el Estado Parte señala 

que existen instituciones de servicios sociales para garantizar el acceso de los niños 

a la educación y la atención, y que la hija de la autora asistía de hecho a la escuel a, a 

la que había sido llevada por su padre.  

4.8 El Estado Parte afirma que se está salvaguardando la integridad física y mental 

de la autora, ya que se están cubriendo sus necesidades básicas, y que la autora tiene 

acceso regular a atención médica. Afirma que la autora ha recibido atención médica 

en múltiples ocasiones y que se le ha proporcionado tratamiento psiquiátrico, 

medicación y otros servicios sanitarios necesarios.  

4.9 En cuanto al impacto de la pandemia de COVID-19, el Estado Parte afirma que 

las instituciones penitenciarias aplicaron medidas adecuadas. Aclara que no se han 

introducido cambios en relación con los períodos de encarcelamiento para 

determinados delitos, incluidos los relacionados con el terrorismo.  

4.10 En sus observaciones adicionales de fecha 21 de agosto de 2024, el Estado Parte 

señaló que, el 24 de noviembre de 2020, la 16ª Sala de lo Penal del Tribunal de 

Casación revocó la decisión dictada por la Sala Tercera de lo Penal del Tribunal 

Regional de Apelación de Estambul, que había confirmado la condena de la autora el 

11 de diciembre de 2018. El Estado Parte señala que el Tribunal de Casación razonó 

que la condena se había determinado sin justificación suficiente y no se había ajustado 

al límite inferior establecido por la ley. A raíz de la decisión, el Tribunal Penal 

Superior volvió a examinar la causa y, en una vista celebrada el 6 de abril de 2021, 

volvió a imponer una condena por pertenencia a organización terrorista armada y 

dictó una pena de siete años y seis meses de prisión. El Tribunal Penal Superior 

también ordenó su puesta en libertad bajo supervisión judicial e impuso una 

prohibición de viajar. El Estado Parte destaca que, a raíz de un nuevo recurso 

interpuesto por la autora, la Sala Tercera de lo Penal del Tribunal de Casación 

confirmó la condena el 20 de septiembre de 2022, por lo que la condena de la autora 

es firme. Sin embargo, el Estado Parte aclara que la ejecución de la condena de la 

autora aún no ha comenzado, ya que está prófuga.  

4.11 El Estado Parte señala que, el 2 de junio de 2022, el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos desestimó la solicitud de la autora porque esta no le había dado 

curso. 
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4.12 El Estado Parte reitera que la autora no agotó los recursos internos al no tramitar 

debidamente su cuarta demanda individual ante el Tribunal Constitucional en relación 

con todas sus denuncias. En ese sentido, el Estado Parte señala que el Tribunal 

desestimó las pretensiones de la autora el 27 de abril de 2021, al considerar que no 

había presentado pruebas o explicaciones suficientes para fundamentar una violación 

del principio de igualdad. En cuanto al derecho de la autora a un juicio imparcial, el 

Tribunal no encontró violación alguna al considerar el procedimiento en su conjunto. 

En cuanto a la reclamación de la autora relativa al derecho a la vida, el Tribunal la 

declaró inadmisible por ser manifiestamente infundada y determinó que no había 

violación en el ámbito de las obligaciones del Estado. El Estado Parte sostiene que la 

decisión del Tribunal confirma que la autora no tramitó debidamente su demanda 

individual con respecto a todas las reclamaciones que ha planteado ante el Comité.  

4.13 Además, el Estado Parte afirma que la autora no fundamentó su reclamación de 

que había sido objeto de discriminación por razón de género. Señala que, con respecto 

a su reclamación de exclusión del ámbito de aplicación de la Ley núm. 7242, sobre la 

ejecución de penas y medidas de seguridad, la Ley no estaba en vigor en el momento 

de su presentación ante el Comité. Afirma que la autora no fundamentó ninguna 

reclamación de discriminación en virtud del principio de igualdad y no presentó sus 

objeciones de forma que hubiera sido posible un nuevo examen en apelación.  

4.14 El Estado Parte sostiene que la autora no solicitó indemnización por su presunta 

prisión preventiva ilegal en virtud del artículo 141 del Código de Procedimiento 

Penal, que constituye un recurso efectivo que puede proporcionar reparación. El 

Estado Parte afirma que esta omisión respalda aún más su posición de que la autora 

no agotó los recursos legales disponibles.  

 

  Comentarios de la autora acerca de las observaciones del Estado Parte 

sobre la admisibilidad 
 

5.1 El 31 de marzo de 2021, la autora alegó que las observaciones del Estado Parte 

sobre la admisibilidad contenían información errónea. La autora sostiene que solicitó 

un nuevo examen de la decisión del Consejo de Jueces y Fiscales, pero que esa 

solicitud fue rechazada mediante una decisión del Consejo de 29 de noviembre 

de 2016; por lo tanto, la causa ya no está pendiente. Aunque los tribunales superiores 

no han determinado las condenas penales, el Consejo de Estado ha rechazado casos 

administrativos similares sobre destituciones de jueces y fiscales. Además, el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos ha determinado hasta ahora que 2 de los más de 4.500 

jueces destituidos y arrestados fueron injustamente detenidos. La situación de la 

autora es similar, y está sujeta a los mismos cargos que los demandantes en esos casos. 

Cuando la autora fue detenida el 17 de enero de 2017 sobre la base de pruebas 

supuestamente nuevas, la Fiscalía General de Tokat contravino claramente la ley, ya 

que no había nada nuevo en el expediente de investigación. Además, la Fiscalía 

General de Tokat no tenía jurisdicción, puesto que la autora nunca había vivido ni 

trabajado en Tokat. En cuanto a su condena de 6 de junio de 2018, la autora afirma 

que se enfrentó a un castigo desproporcionadamente alto debido al enfoque 

prejuicioso, no independiente y sesgado del Tribunal. 

5.2 La autora afirma que no ha recurrido a ningún otro procedimiento internacional 

relativo a sus reclamaciones por violencia de género y discriminación por razón de 

género. El asunto ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el caso ante el 

Comité son fundamentalmente diferentes en cuanto al fondo y abarcan distintos 

abusos de los derechos humanos. 

5.3 En cuanto a la cuestión del agotamiento de los recursos internos, la autora señala 

que, en su petición de 17 de marzo de 2020 al Tribunal de Casación, se refirió 

específicamente a las disposiciones de la Convención. El 10 de abril de 2020, la autora 
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presentó una denuncia individual ante el Tribunal Constitucional, en la que alegó que 

se habían violado sus derechos en virtud de la Convención y que había sido 

discriminada por razón de género y solicitó que se pusiera fin a la discriminación que 

sufría por ser mujer. Así pues, la autora ha presentado sus reclamaciones de 

discriminación por razón de género tanto ante el Tribunal Constitucional como ante 

el Tribunal de Casación. Además, señaló a la atención de las autoridades judiciales 

que, de conformidad con la Constitución, la Convención forma parte del derecho 

interno. Sin embargo, las autoridades judiciales desestimaron todas sus alegaciones.  

5.4 La autora señala que el Tribunal Constitucional desestimó una de sus demandas 

porque no la había presentado previamente a la Comisión de Investigación sobre las 

Medidas del Estado de Emergencia. Sin embargo, al tratarse de una juez destituida de 

su cargo, ese recurso no estaba legalmente a su disposición. Así pues, presentó una 

demanda ante el Consejo de Estado el 8 de diciembre de 2016, que aún no ha emitido 

una decisión al respecto, por lo que se ha vulnerado el derecho de la autora a un juicio 

imparcial en un plazo razonable. Además, en una de sus demandas ante el Tribunal 

Constitucional, alegó que solo las reclusas acusadas de actos terroristas infundados 

quedaban fuera del ámbito de aplicación de la enmienda legal en virtud de la cual los 

reclusos podían continuar su condena en su domicilio, con las condiciones 

establecidas por la ley, por lo que se había violado el principio de igualdad ante la  ley. 

5.5 En cuanto a su petición al Tribunal de Casación, la autora sostiene que solicitó 

al Tribunal que pusiera fin a la discriminación y a la violación de sus derechos 

garantizados en los artículos 17 y 56 de la Constitución y recordó al Tribunal que la 

Convención formaba parte del derecho interno y que se habían violado sus derechos 

garantizados en la Convención. 

5.6 La autora añade que ha agotado todos los recursos internos disponibles y que 

estos son ineficaces. Además, la autora recuerda que el Tribunal Constitucional ha 

sido declarado ineficaz por el Comité de Derechos Humanos. El Grupo de Trabajo 

sobre la Detención Arbitraria ha emitido más de 20 opiniones relativas a personas 

investigadas en relación con la pertenencia a la organización terrorista Fethullah 

Gülen y ha rechazado las alegaciones del Estado Parte de que no se habían agotado 

los recursos internos. Tras el estado de emergencia, el Tribunal Constitucional solo 

encontró que existieran violaciones en el 5,5 % de las demandas tramitadas, y el 

número de demandas de jueces y fiscales que han prosperado parece ser casi nulo. 

Por lo tanto, a pesar de haber agotado todos los recursos internos disponibles, no es 

posible afirmar que exista un recurso de derecho interno efectivo y disponible en 

Türkiye. 

5.7 En cuanto a los argumentos del Estado Parte sobre el abuso del derecho a 

presentar una comunicación, la autora sostiene que no presentó información engañosa 

al Comité. Todos los documentos presentados son oficiales. En cuanto a los malos 

tratos sufridos durante su detención, la autora señala que, aunque se hubiera quejado, 

el mismo juez que la había detenido por cargos infundados habría examinado esa 

queja y habría decidido al respecto, lo que significa que los recursos internos no eran 

suficientes, y que temía ser sometida a un mayor grado de malos tratos si se quejaba 

a los funcionarios. Además, hay más de 600.000 personas que se han enfrentado a los 

mismos cargos que la autora y han sido procesadas arbitrariamente. La práctica del 

Estado Parte es no tener en cuenta las denuncias presentadas ante fiscales y tribunales 

por víctimas que se cree que están relacionadas con la organización terrorista 

Fethullah Gülen. El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria considera que 

esta práctica puede equivaler a un crimen de lesa humanidad.  

5.8 Además, la autora alega que planteó reclamaciones relativas a la violencia 

contra las mujeres y los malos tratos en todas las fases del procedimiento interno y 

subraya que, en el momento de su detención, era madre de una niña de 3 años. Alega 
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que el fallo en su contra también afectó a su hija. Además, la autora sostiene que no 

recibe un tratamiento adecuado para sus problemas de salud, ya que no recibe terapia 

psicológica. En cuanto al argumento del Estado Parte de que no solicitó la suspensión  

de su pena por problemas de salud, la autora señala que los órganos judiciales 

rechazan arbitrariamente las demandas de suspensión de la pena por motivos de 

“seguridad de la sociedad”. 

5.9 La autora también solicita reparaciones al Comité, como: iniciar una 

investigación confidencial por violaciones graves y sistemáticas de la Convención en 

relación con violaciones de los derechos humanos, de conformidad con el artículo 8 

del Protocolo Facultativo; enviar un observador al Estado Parte para que sea testigo 

de la discriminación que sufren las juezas despedidas, arrestadas y detenidas; adoptar 

todas las medidas necesarias para garantizar que las personas no sean objeto de malos 

tratos ni intimidación por haberse comunicado con el Comité, de conformidad con el 

artículo 11 del Protocolo Facultativo; solicitar al Estado Parte que ponga fin 

inmediatamente al procedimiento arbitrario contra la autora; e instar al Estado Parte 

a que derogue la normativa jurídica que tiene efectos discriminatorios sobre las 

mujeres en relación con su supuesta pertenencia a la organización terrorista Fethullah 

Gülen. 

5.10 El 24 de diciembre de 2024, la autora presentó comentarios adicionales acerca 

de las observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad, incluida información 

actualizada. La autora sostiene que hizo grandes esfuerzos por agotar todos los 

recursos internos disponibles, incluido el recurso contra su condena ante el Tribunal 

de Casación y la presentación de una petición ante el Tribunal Constitucional. A pesar 

de esos esfuerzos, la autora subraya que sus reclamaciones fueron desestimadas por 

el Tribunal Constitucional por carecer supuestamente de fundamento suficiente, sin 

que se examinaran adecuadamente la discriminación y las violaciones sistémicas de 

que había sido objeto. 

5.11 La autora se refiere a su demanda ante el Tribunal Constitucional, que fue 

desestimada por falta de fundamento suficiente, y subraya que la desestimación del 

Tribunal Constitucional no abordó la discriminación sistémica y las injusticias 

procesales a las que se había enfrentado, incluida la detención prolongada y la 

exclusión de las salvaguardias legales previstas para otros detenidos.  

5.12 Con respecto a su demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la 

autora sostiene que fue desestimada por motivos de procedimiento. Además, el 

Tribunal no reconoce las violaciones sustantivas por razón de género y relacionadas 

con los derechos que subyacen a las reclamaciones de la autora, que siguen sin 

resolverse y forman parte del mandato del Comité.  

 

  Observaciones del Estado Parte sobre el fondo 
 

6.1 El 21 de agosto de 2024, el Estado Parte proporcionó detalles sobre las 

condiciones de detención de la autora en dos instituciones penitenciarias. En el centro 

penitenciario cerrado de tipo T de Tokat, la autora estuvo detenida del 27 de enero al 

5 de octubre de 2017 en una habitación compartida con 25 personas. La habitación 

disponía de instalaciones básicas, pero la autora no participó en ninguna actividad 

deportiva, social o cultural, y no presentó ninguna queja sobre las condiciones. La 

autora no solicitó que se la alojara con su hija. En el centro penitenciario cerrado de 

tipo E de Erzurum, donde la autora estuvo detenida del 6 de junio de 2018 al 6 de 

abril de 2021, las condiciones de vida de la autora variaron y dispuso de espacio 

suficiente, acceso a libros y, debido a la pandemia de COVID-19, participación 

limitada en actividades. La autora recibió visitas periódicas de su familia y abogados 

y atención médica por problemas psiquiátricos.  
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6.2 En cuanto a la hija de la autora, el Estado Parte señala que los menores de 6  años 

pueden permanecer con sus madres en instituciones penitenciarias si así se solicita. 

La hija de la autora permaneció con ella durante un total de cinco períodos a intervalos 

regulares, pero no asistió a la guardería ni a educación preescolar, ya que l a autora no 

lo solicitó. El Estado Parte también señala que la institución proporcionó material 

para las actividades de la niña.  

6.3 Además, el Estado Parte observa que la autora tenía acceso a servicios de 

atención de la salud, con exámenes médicos periódicos y tratamiento psiquiátrico, 

incluida medicación para la depresión. La autora no tenía enfermedades crónicas ni 

problemas de salud relacionados con la COVID-19. El Estado Parte describe las 

medidas adoptadas para prevenir la propagación de la COVID-19 en las instituciones 

penitenciarias como medidas de higiene, pruebas de reacción en cadena de la 

polimerasa y protocolos de cuarentena. Se aplicó el programa de vacunación; se 

vacunó a los presos mayores de 60 años o con enfermedades crónicas.  

6.4 El Estado Parte subraya que se adhiere al principio de igualdad ante la ley, 

garantizando que en las instituciones penitenciarias no hay discriminación por razón 

de género o de otro tipo. El Estado Parte señala que las denuncias de malos tratos se 

investigan con prontitud y que las instituciones penitenciarias están sujetas a 

supervisión nacional e internacional. El Estado Parte afirma que tiene una política de 

tolerancia cero frente a la discriminación, los malos tratos y la tortura. Se presta 

especial atención a las necesidades específicas de las mujeres detenidas y se 

supervisan sus condiciones para garantizar sus derechos y su seguridad.  

6.5 El Estado Parte afirma que la investigación y el enjuiciamiento de la autora se 

llevaron a cabo respetando las debidas garantías procesales. La investigación fue 

llevada a cabo inicialmente por la Fiscalía General de Tokat antes de ser transferida 

a la Fiscalía General de Estambul, donde se tomaron las decisiones finales. El Estado 

Parte afirma que la Fiscalía General de Tokat llevó a cabo el proceso de investigación 

de forma legal, rápida y urgente.  

6.6 El Estado Parte sostiene que la organización terrorista Fethullah Gülen incluye 

tanto a hombres como a mujeres, y que la investigación en cuestión se refería a una 

estructura específica dentro de la organización, a saber, la estructura de juezas. El 

Estado Parte sostiene que calificar de discriminación contra la mujer la investigación, 

que se basó en fundamentos jurídicos, es un intento de socavar la legitimidad de las 

pruebas reunidas. 

6.7 El Estado Parte afirma además que, durante su interrogatorio ante el juez de 

instrucción en presencia de su abogado, la autora negó las alegaciones de que se la 

hubiera privado de alimentos y agua y calefacción y de que se la hubiera coaccionado 

para que confesara. El Estado Parte sostiene que, por lo tanto, no deben tenerse en 

cuenta esas alegaciones. 

6.8 El Estado Parte señala que, mientras estuvo detenida, la autora tuvo derecho a 

que su hija se quedara con ella y que ocasionalmente hizo uso de ese derecho. El 

Estado Parte afirma que la administración penitenciaria proporcionó alimentos, ropa, 

alojamiento y apoyo social a la niña. 

6.9 Con respecto a la reclamación de discriminación formulada por la autora en 

virtud de la Ley núm. 7242, el Estado Parte sostiene que determinados delitos, entre 

ellos los relacionados con terrorismo, fueron excluidos del ámbito de aplicación de la 

Ley por motivos de discrecionalidad legislativa y consideraciones de seguridad 

pública y no por discriminación por razón de género. El Estado Parte sostiene que la 

Ley introduce enmiendas beneficiosas para las mujeres, como disposiciones relativas 

a la supervisión judicial y a la ampliación de las oportunidades de cumplir las penas 

en el domicilio. 
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6.10 El Estado Parte reitera que la autora no tenía derecho a beneficiarse de las 

enmiendas previstas en la Ley núm. 7242 porque, en la fecha de su reclamación, su 

condena aún no era firme. El Estado Parte afirma que se excluyeron de la Ley 

múltiples categorías de delitos, no solo los relacionados con el terrorismo.  

6.11 El Estado Parte subraya que los tribunales nacionales tuvieron en cuenta la 

condición de madre de la autora al decidir sobre su puesta en libertad durante la 

primera vista de la actuación penal en su contra. El Estado Parte sostiene que la autora 

no estuvo sometida a riesgos para la salud durante su detención y que tanto sus 

necesidades como las de su hija fueron atendidas adecuadamente. Por último, el 

Estado Parte señala que el número de personas con las que se alojó la autora durante 

la detención se determinó de conformidad con las normas jurídicas aplicables en 

materia de espacio personal. 

6.12 El Estado Parte solicita al Comité que declare inadmisible la comunicación por 

estar fuera del ámbito de aplicación de la Convención, carecer de fundamento y no 

haber sido debidamente planteada durante el procedimiento interno.  

 

  Comentarios de la autora acerca de las observaciones del Estado Parte 

sobre el fondo 
 

7.1 El 24 de diciembre de 2024, la autora rechazó las observaciones del Estado Parte 

de que sus alegaciones no eran de la competencia del Comité, afirmando que la 

Fiscalía General de Tokat la detuvo en malas condiciones y sin la debida jurisdicción. 

La autora alega que durante su detención fue sometida a trato humillante y afirma que 

su caso no es un incidente aislado, sino que forma parte de un patrón más amplio y 

sistemático de persecución de las juezas en el Estado Parte. Así pues, la autora 

considera que la jurisdicción del Comité se extiende a esas denuncias, ya que el 

Comité abarca explícitamente todas las formas de discriminación que menoscaban los 

derechos humanos y las libertades fundamentales de las mujeres en pie de igualdad 

con los hombres. 

7.2 En cuanto al nivel de fundamentación de los hechos, la autora subraya que ha 

presentado una alegación completa y bien documentada, ha detallado todos los hechos 

relevantes y ha respaldado su alegación con la documentación adecuada. Además, la 

autora rechaza la observación del Estado Parte de que el movimiento Gülen hubiera 

sido incluido en una lista de organizaciones terroristas. La autora afirma que el Estado 

Parte no ha proporcionado ni citado en sus observaciones ninguna lista de ese tipo, ni 

se ha presentado al Comité ninguna prueba verificable de su existencia. La autora 

señala también que el Estado Parte no dispone de una lista de organizaciones 

terroristas a disposición del público.  

7.3 La autora subraya que el Estado Parte carecía de legitimidad tanto procesal 

como sustantiva en sus actuaciones. La orden de custodia se apoyaba principalmente 

en declaraciones de testigos no corroboradas y documentadas por las Fiscalías 

Generales. 

7.4 Además, la autora hace hincapié en la presencia de cuestiones sistémicas en el 

proceso de interrogatorio. La autora subraya que el registro de su declaración, que se 

dice que refleja sus palabras, es un modelo de texto insertado por el juez sin consulta 

ni confirmación. El informe presentado por el Estado Parte como prueba incluye una 

redacción modelo en la que se afirma que el contenido fue leído a la sospechosa y 

firmado, pero no está firmado por la autora.  

7.5 En cuanto a las violaciones procesales, que parecen reflejar un patrón de 

persecución de las juezas, la autora afirma que la Fiscalía General de Tokat empleó 

deliberadamente medidas para ejercer una presión indebida sobre ella y sobre otras 

juezas. El fiscal tenía la clara intención de forzar las confesiones mediante 
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interrogatorios coercitivos. La autora considera que ese tipo de enfoque, caracterizado 

por irregularidades jurisdiccionales y prácticas de investigación destinadas a ejercer 

presión psicológica, viola el principio de investigación imparcial.  

7.6 La autora explica que, en virtud del artículo 141 del Código de Procedimiento 

Penal, pueden reclamar una indemnización las personas que hayan sido detenidas o 

arrestadas y posteriormente absueltas, o cuando no se hayan presentado cargos. 

Puesto que la autora fue condenada, no puede solicitar indemnización en virtud de 

esa disposición. La autora sostiene que su objetivo primordial no era la obtención de 

una reparación pecuniaria, sino más bien el cese de las violaciones en curso de sus 

derechos y su puesta en libertad, objetivos ambos que quedan fuera del alcance del 

artículo 141. 

7.7 Con respecto al cese de las actividades deportivas, sociales y culturales de las 

personas detenidas en relación con el terrorismo, la autora afirma que en el caso de 

esos detenidos todas las actividades de ese tipo fueron suspendidas por decreto ley, 

lo que hizo imposible que la autora aprovechara esas oportunidades, 

independientemente de cualquier solicitud que pudiera haber formulado.  

7.8 La autora sostiene además que la invocación por el Estado Parte de numerosas 

disposiciones jurídicas no aborda el núcleo de sus denuncias, que no se centran en la 

ausencia de un marco jurídico, sino en las injusticias prácticas y las violaciones 

sistemáticas que ha sufrido. 

7.9 La autora sostiene que la política de “tolerancia cero” del Estado Parte respecto 

de la tortura en los lugares de detención se contradice con numerosos informes 

fidedignos de organismos nacionales e internacionales. A pesar de las afirmaciones 

del Estado Parte de que se realizan inspecciones periódicas por parte de organismos 

nacionales e internacionales, incluido el Comité Europeo para la Prevención de la 

Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes y los mecanismos de las 

Naciones Unidas, esos informes demuestran que dicha supervisión no ha logrado 

frenar las violaciones sistemáticas y ponen de relieve importantes obstáculos a la 

justicia, como la falta de investigaciones imparciales y el uso indebido de las 

facultades excepcionales y de la legislación antiterrorista para perseguir 

arbitrariamente a personas. 

 

  Información adicional 
 

  Presentada por el Estado Parte 
 

8.1 El 18 de octubre de 2024, el Estado Parte presentó información adicional, en la 

que se refirió a las conclusiones del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en Yasak 

c. Türkiye. El Estado Parte destaca que en otros casos presentados ante comités de las 

Naciones Unidas se han formulado alegaciones similares a las de la presente 

comunicación, relativas a violaciones del derecho a un juicio imparcial en virtud del 

artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del principio de 

legalidad en virtud de su artículo 15. En ese sentido, subraya las conclusiones del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que consideró que la condena del 

demandante en Yasak c. Türkiye por pertenencia a una organización terrorista armada 

en virtud del artículo 314, párrafo 2, del Código Penal de Türkiye era previsible y 

conforme al principio de legalidad.  

8.2 El Estado Parte observa la afirmación del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos de que la ausencia de una sentencia firme que calificara al movimiento 

Gülen de organización terrorista armada en el momento de los hechos alegados no era 

suficiente para hacer que la condena del demandante fuera incompatible con el 

artículo 7 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales (Convenio Europeo de Derechos Humanos).  
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8.3 El Estado Parte también destaca la determinación del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos de que el demandante era consciente de la existencia de los 

objetivos y métodos de la organización terrorista Fethullah Gülen y de que la 

apreciación por los tribunales nacionales del elemento de intencionalidad en el caso 

del demandante no era ni excesivamente amplia ni una interpretación imprevisible de 

las disposiciones legales pertinentes. El Estado Parte recuerda que el Tribunal analizó 

los elementos constitutivos del delito, concluyendo que la pertenencia del 

demandante a la estructura secreta de la organización terrorista Fethullah Gülen y la 

continuidad, diversidad e intensidad de las actividades secretas que había llevado a 

cabo en ese marco habían sido corroboradas durante el procedimiento, de 

conformidad con el Convenio Europeo de Derechos Humanos.  

8.4 En cuanto al principio de legalidad, el Estado Parte se remite a la sentencia del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos según la cual el delito por el que se había 

condenado al demandante tenía fundamento en el momento en que se cometió con 

arreglo a la legislación nacional pertinente; y que el delito estaba definido con 

suficiente claridad para satisfacer el requisito de previsibilidad, que permitiría al 

demandante regular su conducta en el sentido del artículo 7 del Convenio Europeo de 

Derechos Humanos. El Estado Parte subraya la conclusión del Tribunal de que la 

interpretación del artículo 314, párrafo 2, del Código Penal adoptada por los 

tribunales nacionales no fue extensiva y condujo a un resultado que era coherente con 

el fundamento del delito y podía considerarse razonablemente previsible.  

8.5 En cuanto a las alegaciones de malos tratos en virtud del artículo 3 del Convenio 

Europeo de Derechos Humanos, el Estado Parte señala que el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos no constató violación alguna. El Estado Parte señala asimismo 

que el demandante no había agotado los recursos internos relativos a sus condiciones 

de detención al no haber reclamado una indemnización y que las instalaciones de la 

institución penitenciaria en la que se encontraba el demandante eran adecuadas y 

conformes con las normas establecidas en el Convenio Europeo de Derechos 

Humanos. 

8.6 Por lo tanto, el Estado Parte solicita al Comité que declare inadmisible la 

presente comunicación. Alternativamente, solicita al Comité que concluya que no ha 

habido violación, a la luz de las conclusiones del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos en Yasak c. Türkiye en el sentido de que los tribunales nacionales habían 

llevado a cabo un juicio justo con respecto al demandante y habían respetado su 

derecho a la defensa, que correspondía a los tribunales nacionales interpretar el 

derecho penal y que, por lo tanto, correspondía a los tribunales nacionales 

pronunciarse sobre la responsabilidad penal individual del demandante.  

 

  Presentada por la autora 
 

9.1 El 24 de diciembre de 2024, la autora afirmó que el fallo del Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos en el asunto mencionado por el Estado Parte (Yasak c. Türkiye) 

había sido remitido a la Gran Sala para su reexamen a raíz de la solicitud de remisión 

presentada por el demandante. En consecuencia, la autora sostiene que el fallo en 

cuestión es jurídicamente nulo y carece de validez.  

9.2 La autora señala que existen graves preocupaciones en cuanto a la previsibilidad 

de la condena del demandante en el asunto Yasak c. Türkiye en virtud del artículo 7 

del Convenio Europeo de Derechos Humanos, en particular en ausencia de una 

clasificación formal y coherente del movimiento Gülen como organización terrorista 

durante el período pertinente. La autora menciona que, en el momento del  asunto 

Yasak c. Türkiye, el movimiento gozaba de un amplio reconocimiento por sus 

actividades lícitas, incluidas actividades benéficas y educativas, y no estaba 

clasificado como organización terrorista en virtud de la legislación turca ni sujeto a 
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criterios que pudieran establecer razonablemente una responsabilidad penal por 

participación lícita. En particular, la autora afirma que el hecho de que la Sala 

Segunda se basara en normas ambiguas y retroactivas, junto con las deficiencias 

procesales a nivel nacional en el caso del demandante, socava la previsibilidad 

exigida por el artículo 7 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. La autora 

sostiene que la Sala Segunda no se ajustó a la jurisprudencia establecida por la Gran 

Sala en el asunto Yüksel Yalçınkaya c. Türkiye. 

 

  Deliberaciones del Comité 
 

  Examen de la admisibilidad 
 

10.1 De conformidad con el artículo 64 de su Reglamento, el Comité decidirá si la 

comunicación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo. Con arreglo a lo 

dispuesto en el artículo 72, párrafo 4, de su Reglamento, lo hará antes de examinar el 

fondo de la comunicación. 

10.2 El Comité señala que, en virtud del artículo 4, párrafo 2 a), del Protocolo 

Facultativo, una comunicación se declara inadmisible si el mismo asunto ya ha sido 

examinado por el Comité o ha sido o está siendo examinado con arreglo a otro 

procedimiento de examen o arreglo internacional. También recuerda que por “el 

mismo asunto”, en el sentido del artículo 4, párrafo 2 a), debe entenderse una misma 

denuncia relativa al mismo autor, los mismos hechos y las mismas cuestiones 

sustantivas9. El Comité observa que, el 7 de septiembre de 2018, la autora presentó 

una demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en relación con los 

mismos hechos y en su propio nombre. Observa que las partes discrepan en cuanto a 

si las pretensiones planteadas ante dicho Tribunal eran las mismas que las formuladas 

ante el Comité. En cualquier caso, el Comité observa que, mediante decisión de 2 de 

junio de 2022, el Tribunal decidió suprimir la solicitud de su lista de casos ya que la 

carta del Tribunal no pudo ser entregada al abogado del autor porque, al parecer, este 

había cambiado de dirección y no lo había notificado al Tribunal. El Comité recuerda 

su jurisprudencia según la cual, cuando el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

ha basado una declaración de inadmisibilidad no solamente en razones de 

procedimiento sino también en razones que incluyen en cierta medida un examen del 

fondo del caso, por limitado que sea, se entiende que el asunto ha sido “examinado” 

en el sentido del artículo 4, párrafo 2 a), del Protocolo Facultativo 10. Dado que, en el 

presente caso, la desestimación por el Tribunal de la demanda de la autora se basó en 

motivos puramente formales, el Comité considera que el artículo 4, párrafo 2 a), del 

Protocolo Facultativo no le impide examinar la presente comunicación11. 

10.3 El Comité toma nota de la observación del Estado Parte de que, con arreglo al 

artículo 4, párrafo 2 d), del Protocolo Facultativo, la comunicación debería 

considerarse un abuso del derecho a presentar comunicaciones, ya que la 

comunicación de la autora contiene información engañosa. Sin embargo, el Comité 

considera que el material que tiene ante sí no le permite concluir que la autora haya 

presentado su comunicación de mala fe o que esta no haya proporcionado toda la 

información y los documentos de que disponía. En las circunstancias de la presente 

comunicación, el Comité no considera que la autora haya abusado de su derecho a 

presentar comunicaciones con arreglo al artículo 4, párrafo 2 d).  

  

__________________ 

 9 Véanse Kayhan c. Turquía (CEDAW/C/34/D/8/2005), párr. 7.3; y Comité de Derechos 

Humanos, Petersen c. Alemania (CCPR/C/80/D/1115/2002), párr. 6.3. 

 10 Véase M.D.C.P. c. España (CEDAW/C/84/D/154/2020), párr. 7.2. 

 11 Véase K.S. c. Polonia (CEDAW/C/76/D/128/2018), párr. 8.2. 

https://docs.un.org/es/CCPR/C/80/D/1115/2002
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/84/D/154/2020
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/76/D/128/2018
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10.4 De conformidad con el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo, el Comité 

no examinará una comunicación a menos que se haya cerciorado de que se han 

agotado todos los recursos internos, salvo que la tramitación de esos recursos se 

prolongue injustificadamente o no sea probable que tenga como resu ltado una 

reparación efectiva. 

10.5 El Comité observa el argumento inicial del Estado Parte de que la comunicación 

debería ser declarada inadmisible por no haberse agotado los recursos internos, ya 

que el último recurso presentado por la autora al Tribunal Constitucional seguía 

pendiente cuando presentó su comunicación al Comité. Asimismo, observa el 

argumento del Estado Parte de que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha 

dictaminado, en asuntos relativos a la privación de libertad, que el recurso de amparo 

ante el Tribunal Constitucional constituye un recurso efectivo12. 

10.6 El Comité observa el argumento de la autora de que presentó su reclamación de 

discriminación por razón de género tanto ante el Tribunal Constitucional como ante 

el Tribunal de Casación, pese a la opinión de la autora de que esos recursos eran 

ineficaces. Observa también la afirmación de la autora de que, tras el estado de 

emergencia, el Tribunal Constitucional solo encontró violaciones en el 5,5 % del 

número total de demandas, y el número de demandas presentadas por jueces y fiscales 

que había prosperado parecía ser casi nulo. El Comité toma nota de que la autora 

presentó cuatro denuncias ante el Tribunal Constitucional sobre la misma cuestión y 

que todas fueron desestimadas. 

10.7 El Comité observa además la afirmación del Estado Parte de que la autora no ha 

agotado los recursos internos al no haber presentado una reclamación de 

indemnización con arreglo al artículo 141 del Código de Procedimiento Penal. No 

obstante, el Comité observa la afirmación de la autora de que no tiene derecho a 

solicitar una indemnización en virtud de esa disposición, y de que su objetivo 

principal no es la obtención de una reparación pecuniaria, sino el cese de las 

violaciones de sus derechos y su puesta en libertad. El Comité observa que una 

reparación en virtud de esa disposición no pondría fin a la detención de la autora ni 

abordaría sus denuncias de discriminación por razón de género, por lo que no podría 

ser un recurso efectivo con arreglo al artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo 13. 

10.8 El Comité recuerda también su jurisprudencia, según la cual el autor o autora 

debe haber planteado en la jurisdicción interna el fondo de la cuestión que desea 

someter al Comité14, de forma que las autoridades o tribunales nacionales tengan la 

oportunidad de pronunciarse sobre la cuestión15. El Comité está convencido de que la 

autora planteó sus reclamaciones por discriminación de género a nivel nacional en 

diversas demandas ante el Tribunal Constitucional y el Tribunal de Casación.  

10.9 Por tanto, el Comité considera que el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo 

Facultativo no es obstáculo para la admisibilidad de la parte de la comunicación 

relativa al género. 

  

__________________ 

 12 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Uzun c. Turquía, Mercan c. Turquía, Zihni c. Turquía 

y Çatal c. Turquía. 

 13 Véanse G.H. c. Hungría (CEDAW/C/76/D/114/2017), párr. 7.2; y María Elena Carbajal 

Cepeda et al. c. Perú (CEDAW/C/89/D/170/2021), párr. 7.4. 

 14 Véanse Kayhan c. Turquía, párr. 7.7; M.A. c. Suiza (CEDAW/C/80/D/145/2019), párr. 6.7; y 

S.T.H. c. Suiza (CEDAW/C/87/D/165/2021), párr. 7.5. 

 15 Véanse N.S.F. c. Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte  (CEDAW/C/38/D/10/2005), 

párr. 7.3; M.A. c. Suiza, párr. 6.7; y S.T.H. c. Suiza, párr. 7.5. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/76/D/114/2017
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/89/D/170/2021
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/80/D/145/2019
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/87/D/165/2021
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/38/D/10/2005
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10.10 El Comité observa la afirmación de la autora de que fue objeto de 

discriminación por razón de género en violación de los derechos que la asisten en 

virtud del artículo 2, leído conjuntamente con el artículo 1, y del artículo 3 de la 

Convención, ya que su género, estado civil, situación familiar, estado de salud y 

maternidad fueron utilizados en su contra para obligarla a declararse culpabl e y 

encarcelarla sobre la base de acusaciones falsas de terrorismo.  

10.11 El Comité también observa las diversas reclamaciones de la autora relativas a 

la arbitrariedad de su cese como jueza y de su posterior detención; la violación de su 

inmunidad judicial; la investigación penal y el proceso judicial contra ella por 

motivos políticos; la presión indebida para obtener su confesión de culpabilidad; las 

denuncias de malos tratos; la pena desproporcionadamente alta que se le impuso (que 

posteriormente fue reducida); y la aplicación de la Ley núm. 7242, que la excluía del 

ámbito de aplicación de la Ley debido a su presunta pertenencia a una organización 

terrorista. El Comité reconoce que la autora plantea graves alegaciones sobre 

violaciones de sus derechos civiles y políticos. El Comité observa, sin embargo, que 

la autora no ha planteado suficientemente la dimensión específica de género de las 

presuntas violaciones. A ese respecto, si bien la autora proporciona amplia 

información sobre los motivos políticos de su detención, su despido y los 

procedimientos incoados contra ella, no ha facilitado suficiente información sobre la 

forma en que su condición de mujer o de madre habría desempeñado un papel en las 

presuntas violaciones. Del mismo modo, el Comité observa que la autora se refiere 

solo en términos generales a una práctica sistemática de fabricación de pruebas contra 

las juezas. Según el Estado Parte, la investigación se centró efectivamente en una 

estructura de juezas dentro de la presunta organización terrorista. Sin embargo, la 

autora no ha proporcionado ninguna información concreta que demuestre la 

persecución específica de mujeres o un efecto desproporcionado de esa presunta 

persecución de las juezas. En cuanto al carácter presuntamente discriminatorio de la 

Ley al excluir a los detenidos con cargos relacionados con el terrorismo, el Comité 

observa que la autora no ha proporcionado ninguna información que demuestre que 

esta Ley excluía específicamente a las mujeres o que su aplicación afectaba a las 

mujeres de manera desproporcionada16. 

10.12 Por último, el Comité toma nota de la afirmación de la autora de que las 

condiciones de detención que experimentó no tenían en cuenta las necesidades 

específicas de las mujeres; y de que la falta de alternativas a la detención que tuvieran 

en cuenta las cuestiones de género y no fueran privativas de libertad provocó una 

separación prolongada de su hija. El Comité observa el argumento del Estado Parte 

de que los tribunales nacionales tuvieron en cuenta la condición de madre de la autora 

al decidir sobre su puesta en libertad durante la primera vista de la actuación penal 

contra ella. El Comité observa que las reclusas, en particular las que tienen hijos 

pequeños, tienen necesidades y exigencias específicas 17 . Sin embargo, el Comité 

considera que, una vez más, la autora no ha señalado qué necesidades específicas 

como mujer detenida no fueron satisfechas y cómo la aplicación de la ley en la 

ejecución de la pena en su contra la discriminó, directa o indirectamente, por razón 

de su género. 

10.13 A la luz de todo lo anterior, el Comité considera que la autora no ha 

fundamentado suficientemente, a efectos de admisibilidad, sus alegaciones de 

discriminación por razón de género. En consecuencia, el Comité declara que la 

comunicación es inadmisible en virtud del artículo 4, párrafo 2 c), del Protocolo 

Facultativo. 

__________________ 

 16 Véase V.P. c. Belarús (CEDAW/C/79/D/131/2018), párr. 7.13. 

 17 Véanse las Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No 

Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok), reglas 48 a 52.  

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/79/D/131/2018
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11. Por lo tanto, el Comité decide: 

 a) Que la comunicación es inadmisible en virtud del artículo 4, párrafo 2 c), 

del Protocolo Facultativo; 

 b) Que la presente decisión se comunique al Estado Parte y a la autora.  

 


